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respuesta a un derecho de petición. 
 

7 



3 
OFICINA DEL ABOGADO GENERAL 

 
Décima Época  
Núm. de Registro: 2022138 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s): Tesis Aislada (Común) 
Tesis: I.2o.A.27 A (10a.) 
 
AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. EL 
CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y DOCENCIA ECONÓMICAS, ASOCIACIÓN CIVIL, TIENE 
ESE CARÁCTER CUANDO DETERMINA LA BAJA DEFINITIVA DE ALGÚN ALUMNO. 
 
El citado centro de investigación y docencia constituye una entidad paraestatal de la 
administración pública federal, cuyas atribuciones se encuentran reconocidas en el artículo 
3o., fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que lo dota de 
autonomía, a través de la cual se le confieren facultades para autogobernarse, determinar 
sus planes y programas, fijar los términos de ingreso, promoción y permanencia de su 
personal académico y administrar su patrimonio. A fin de lograr su cometido, los artículos 3o. 
de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, 47, 48, 51, 52, 53, 54, 56 y 63 de la Ley 
de Ciencia y Tecnología, lo habilitan para emitir disposiciones administrativas de observancia 
general que regulen, en complemento con lo dispuesto en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, los términos y condiciones en que presta los servicios educativos 
y de investigación que proporciona, los requisitos de ingreso, promoción y permanencia de 
su personal académico y la forma en que administrará su patrimonio, estableciendo diversas 
bases que regirán su autogobierno, la actividad académica y el destino de los ingresos que 
recibe. Derivado de ello, su Consejo Académico aprobó el Reglamento de Docencia del 
Centro de Investigación y Docencia Económicas, A.C., en el cual se establecieron derechos 
y obligaciones tanto para los académicos como para el alumnado. Ahora bien, cuando se 
adquiere la categoría de alumno se incorpora en su esfera jurídica un conjunto de derechos 
y obligaciones que lo ubican en una específica situación jurídica. De esa manera, el acto 
mediante el cual dicho centro educativo, a través de sus órganos da de baja a un alumno, 
con apoyo en la atribución que le permite imponer tal sanción, le impide continuar disfrutando 
del cúmulo de derechos que le asistían como tal, lo cual se traduce en el ejercicio de una 
auténtica potestad administrativa, expresión de una relación de supra a subordinación que 
tiene su origen en la ley y que, además, implica el dictado de un acto unilateral que extingue 
ante sí la situación jurídica que había incorporado en su patrimonio los derechos y 
obligaciones correspondientes al alumno, sin necesidad de acudir ante la potestad 
jurisdiccional común para que válidamente surta efectos en el mundo jurídico tal 
determinación, actualizándose así el supuesto previsto en el primer párrafo de la fracción II 
del artículo 5o. de la Ley de Amparo. Consecuentemente, la resolución mediante la cual un 
órgano del Centro de Investigación y Docencia Económicas, Asociación Civil, determina la 
baja definitiva de un alumno, debe reputarse como un acto de autoridad para efectos de la 
procedencia del juicio de amparo.  
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 528/2019. 17 de agosto de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar 
Palomo Carrasco. Secretario: Manuel Hafid Andrade Gutiérrez. 
Enlace: 
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsem/paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=&Apendice=&Expresion=&Dominio=&T
A_TJ=&Orden=3&Clase=DetalleTesisMarcadasBL&Tablero=&NumTE=3&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-
100&Index=0&ID=2022138&Hit=3&IDs=2022143,2022141,2022138&Sesion=g32lymhgyjybwscfvmir20f3 
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Décima Época  
Núm. de Registro: 2022141 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s): Tesis Aislada (Constitucional) 
Tesis: I.2o.A.1 CS (10a.) 
 
CENTROS PÚBLICOS DE INVESTIGACIÓN. DEBEN ADOPTAR MEDIDAS ACTIVAS Y 
POSITIVAS PARA COMBATIR ACTITUDES ESTEREOTIPADAS Y DISCRIMINATORIAS 
DERIVADAS DEL RECHAZO DE UNA ALUMNA CUANDO SU PROFESOR PRETENDE 
CONSEGUIR DE ELLA UNA RELACIÓN AFECTIVA. 
 
De acuerdo con los artículos 1o. y 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, todas las autoridades del Estado Mexicano tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, así como de prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones de aquéllos, y que la impartición de la educación debe 
basarse en el respeto irrestricto de la dignidad de las personas, con un enfoque de derechos 
humanos y de igualdad sustantiva. Por otra parte, de conformidad con los artículos 2, 3 y 7 
de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer "Convención De Belem Do Para" de la que México forma parte, el Estado debe 
establecer procedimientos legales, justos y eficaces para que las mujeres, ante cualquier 
asomo de violencia, puedan acceder efectivamente a la justicia ante las barreras 
extraordinarias existentes al intentar ejercer ese derecho y, por ende, sus reclamos deben 
ser valorados con una perspectiva de género. En cuanto a las obligaciones del Estado 
Mexicano frente a la violencia contra las mujeres, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, en sentencia de veintiocho de noviembre de dos mil dieciocho, al resolver el caso 
"Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México", determinó que del derecho a 
las mujeres a vivir una vida libre de violencia, surgen las correlativas obligaciones del Estado 
para respetarlo y garantizarlo, las cuales deben alcanzar todas sus esferas de actuación 
transversal y verticalmente, lo cual requiere, entre otras cosas, la adopción y aplicación de 
medidas para combatir aptitudes estereotipadas y discriminatorias que constituyan las 
causas fundamentales de la violencia por razón de género contra la mujer. Ahora bien, en el 
caso en el que un profesor pretende conseguir de una de sus alumnas una relación afectiva 
y es rechazado, se configura una situación asimétrica de poder, dada la posición del primero 
frente a la segunda, en virtud de la cual se puede situar a ésta en peligro de ser víctima de 
violencia contra la mujer o ser sometida a un trato parcial en su perjuicio. Por ende, ante este 
tipo de actitudes estereotipadas denunciadas, los centros públicos de investigación tienen la 
obligación constitucional y convencional de adoptar medidas activas y positivas para 
combatirlas, como no permitir que dicho profesor participe en el diseño de exámenes, su 
evaluación directa o revisión de la calificación de la alumna, sino que ello se lleve a cabo por 
un tercero imparcial y equidistante del problema, a fin de no abandonar en su protección 
integral y garantizar a las alumnas una igualdad real y efectiva en respeto a su dignidad, 
teniendo en cuenta las circunstancias particulares de cada situación.  
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 528/2019. 17 de agosto de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar 
Palomo Carrasco. Secretario: Manuel Hafid Andrade Gutiérrez. 
 
 
Enlace: 
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsem/paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=&Apendice=&Expresion=&Dominio=&T
A_TJ=&Orden=3&Clase=DetalleTesisMarcadasBL&Tablero=&NumTE=3&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-
100&Index=0&ID=2022141&Hit=2&IDs=2022143,2022141,2022138&Sesion=g32lymhgyjybwscfvmir20f3 
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Décima Época  
Núm. de Registro: 2022143 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s): Tesis Aislada (Común) 
Tesis: XXXI.5 K (10a.) 
 
DERECHO DE PETICIÓN. SI PARA ESTABLECER EL PLAZO CON QUE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE CUENTA PARA DAR CONTESTACIÓN, EL JUEZ DE DISTRITO TIENE 
QUE REALIZAR INTERPRETACIONES SOBRE EL SISTEMA NORMATIVO APLICABLE, 
ENTONCES NO SE SURTE UN MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE 
IMPROCEDENCIA PARA DESECHAR LA DEMANDA DE AMPARO. 
 
De conformidad con el artículo 113 de la Ley de Amparo, los Jueces constitucionales 
examinarán el escrito de demanda y si encuentran motivo manifiesto e indudable de 
improcedencia, la desecharán de plano. En esa lógica, si se acude a interpretaciones 
respecto de la aplicación de un determinado sistema normativo a fin de desprender el breve 
término en el que se debe dar contestación a la petición en términos del artículo 8o. 
constitucional, entonces, la causal no es manifiesta e indudable como para desechar la 
demanda, ya que esta etapa no constituye el momento procesal idóneo para arribar a la 
conclusión de qué norma es la aplicable para establecer un plazo de respuesta a un derecho 
de petición, sino que corresponde a una decisión de fondo del asunto, cuando se cuenten 
con los informes justificados de las autoridades responsables, momento en el que podrán 
hacerse las interpretaciones pertinentes, con el propósito de conocer el plazo para dar 
respuesta a una petición y de ahí desprender los alcances de los actos.  
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 12/2020. César Enrique Pérez Pacheco. 20 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. 
Ponente: Mario Toraya. Secretario: Alam Leroy Domínguez Pulido. 
 
 
Enlace: 
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsem/paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=&Apendice=&Expresion=&Dominio=&T
A_TJ=&Orden=3&Clase=DetalleTesisMarcadasBL&Tablero=&NumTE=3&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-
100&Index=0&ID=2022143&Hit=1&IDs=2022143,2022141,2022138&Sesion=g32lymhgyjybwscfvmir20f3 

 


